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Congreso del Estado Independiente, 

Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza
“2018, AÑO DEL CENTENARIO DE LA CONSTITUCIÓN DE COAHUILA”


	



Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se adiciona de un segundo párrafo a la fracción IV del Artículo 82 y la reforma al segundo párrafo del artículo 136 de la Constitución Política del Estado Coahuila de Zaragoza.

· Para los efectos de establecer una acción afirmativa de género.
Planteada por la Diputada Elisa Catalina Villalobos Hernández, del Grupo Parlamentario Presidente Benito Juárez García, del  Partido Movimiento de Regeneración Nacional.

Fecha de Lectura de la Iniciativa: 11 de Abril de 2018.

Turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia.

Lectura del Dictamen:
Decreto No. 

Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado:
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE PRESENTA LA DIPUTADA ELISA CATALINA VILLALOBOS HERNANDEZ DEL GRUPO PARLAMENTARIO PRESIDENTE BENITO JUAREZ GARCIA DEL  PARTIDO MOVIMIENTO DE REGENERACION NACIONAL, (MORENA) RELATIVA A LA ADICIÓN DE UN SEGUNDO PÁRRAFO A LA FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 82 Y LA REFORMA AL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 136 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PARA LOS EFECTOS DE ESTABLECER UNA ACCIÓN AFIRMATIVA DE GÉNERO
Honorable Asamblea Legislativa:

Con fundamento en el artículo 196, fracción I, de la Constitución Política del Estado, la suscrita Diputada Elisa Catalina Villalobos Hernández, del Grupo Parlamentario Presidente Benito Juárez García del Partido Movimiento De Regeneración Nacional (MORENA) comparezco para presentar Iniciativa con Proyecto de Decreto para adicionar un segundo párrafo a la fracción IV del artículo 82 y reformar el segundo párrafo del artículo 136 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, sustentando mi Iniciativa en la siguiente
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

A pesar de los avances que nuestro país ha registrado en materia de equidad de género durante los últimos años, y que han permitido, entre otras cosas, la integración paritaria de este Congreso y de los 38 ayuntamientos del Estado, faltan muchas otras cosas.
Coincido con muchos de los planteamientos de la iniciativa presentada por la Diputada Blanca Eppen Canales, quien ha propuesto adiciones y reformas a los artículos 82 y 136 de la Constitución. Sin embargo, discrepo de los términos en que se redactaron las reformas y, sobre todo, en la forma propuesta para darles vigencia. En razón a lo anterior, decidí presentar esta iniciativa.

En primer lugar, debo destacar que la paridad de género, no sólo en México sino en casi todos los países donde se ha implementado, ha venido aplicándose, sobre todo, a los órganos legislativos, así como a órganos deliberativos, como los cabildos o ayuntamientos. Pero, además, su viabilidad está determinada por el sistema electoral. En Inglaterra, por ejemplo, donde solo existe el sistema de mayoría relativa es imposible establecer la paridad de género en el parlamento. Nuestro sistema electoral es mixto, esto es,  de mayoría relativa y de representación proporcional, con predominancia del primero. Esta circunstancia y las normas que obligan a los partidos a postular a sus candidatos cumpliendo requisitos de paridad vertical y horizontal, son las que han posibilitado la integración paritaria del Congreso y los Ayuntamientos del Estado.

Pero además, los integrantes del Congreso y de los Ayuntamientos son electos por los ciudadanos; su mandato y representación se origina y sustenta en el sufragio de los ciudadanos.

Señalo lo anterior porque no es, y no puede ser lo mismo, plantear la paridad de género en los órganos de representación popular, que en la integración del Tribunal Superior de Justicia del Estado o de los Secretarios del Ramo. En efecto, el origen del nombramiento de los Magistrados o de los Secretarios del Ramo no se encuentra en el voto de los ciudadanos. En la designación de los Magistrados intervienen los Poderes Ejecutivo y Legislativo, mientras el nombramiento de los Secretarios del Ramo es una prerrogativa del titular del Poder Ejecutivo.

En segundo lugar, considero necesario destacar que mientras cualquier ciudadano puede ser legislador o munícipe, cumpliendo los requisitos que establece la ley, los Magistrados requieren reunir otros requisitos que tienen que ver con su formación profesional y con la idoneidad para desempeñar un cargo tan importante como la impartición de justicia.
Efectivamente, mientras la designación de un Magistrado debe depender de su capacidad profesional, de su trayectoria, ética, honestidad, etcétera, un legislador o munícipe, para desempeñar su cargo, solo depende de la voluntad popular expresada en el voto. 

En el caso de los Secretarios del Ramo, su designación depende del titular del Poder Ejecutivo. De conformidad al artículo 75 de la Constitución, el Poder Ejecutivo se deposita en una sola persona, es decir, en el Gobernador del Estado. Su prerrogativa de designar a su equipo de colaboradores, en este caso, los Secretarios del Ramo, se desprende del mandato que le otorgaron los ciudadanos mediante el voto. Finalmente, el responsable de la conducción de la administración pública estatal es el Gobernador.
Ahora bien, lo razonado me lleva a plantear una primera cuestión fundamental: Por las características propias, tanto del Tribunal Superior de Justicia, como de los Secretarios del Ramo, estimo que lo acertado es proponer una acción afirmativa, en lugar de la paridad. No debe perderse de vista que el objetivo a garantizar, en el caso de la integración del Tribunal Superior de Justicia, es contar con Magistrados capaces, íntegros, profesionales, objetivos e imparciales. Y en el caso de los Secretarios del Ramo, debe respetársele al titular del Poder Ejecutivo, la libertad de designar a las personas que considere más idóneas para implementar sus políticas públicas y sus acciones de gobierno.
Adicionalmente a lo anterior, la paridad, en estos casos, puede convertirse, no en un techo de cristal, sino en una barrera infranqueable para las mujeres. Me explico: Yo no veo ninguna razón válida para impedir que el Tribunal Superior de Justicia esté integrado, en un futuro cercano, por una mayoría de Magistradas; Tampoco veo razones contundentes para impedir que la mayoría de los Secretarios del Ramo sean mujeres. Es decir, de eso se trata la igualdad sustantiva entre mujeres y hombres: Que se pueda reconocer la capacidad e idoneidad, con independencia absoluta del género de la persona.

En cambio, la acción afirmativa establece una cuota de género, reconociendo que debe privilegiarse que el Tribunal Superior de Justicia y el equipo de Secretarios del Ramo se integre con mujeres y hombres y que ningún género puede quedar sobre representado. Hay una dualidad en la interpretación de las acciones afirmativas: Unos la pueden ver como una “cuota mínima” para un género; otros, la vemos como la “cuota máxima” para cualquiera de los géneros. Reitero que, atendiendo a la naturaleza del órgano, donde lo que debe privilegiarse es la capacidad e idoneidad, con independencia del género, lo acertado es impulsar una acción afirmativa que establezca un límite y no una barrera infranqueable.
Por estas razones se propone que, tanto en la integración del Tribunal Superior de Justicia, como en la designación de los Secretarios del Ramo, se garantice que, por lo menos, una tercera parte de ellos deba ser de género distinto al resto.

Debo señalar que comparto la propuesta de la Diputada Blanca Eppen Canales, consistente en adicionar un segundo párrafo a la fracción IV del artículo 82, aunque, como ya ha quedado constancia, discrepo del texto. Sin embargo, no comparto la propuesta de adicionar un párrafo al artículo 136 y menos en los términos de que “En la composición e integración del Poder Judicial se garantizará el principio de paridad.” 
La reforma debe orientarse a la integración del Tribunal Superior de Justicia y no a la totalidad del Poder Judicial del Estado. Al efecto, debemos recordar que el artículo 135 de la propia Constitución señala, y cito: “El Poder Judicial se deposita, para su ejercicio, en el Tribunal Superior de Justicia, en el Tribunal de Conciliación y Arbitraje, en los Tribunales Distritales, en los Juzgados de Primera Instancia, cualquiera que sea su denominación, en el Consejo de la Judicatura y en los demás órganos judiciales que con cualquier otro nombre determinen las leyes”, fin de la cita. Es decir, ni las acciones afirmativas, y mucho menos la paridad de género, puede aplicarse a la totalidad del Poder Judicial. 
Por ello, se propone reformar sólo el segundo párrafo del artículo 136, que es el que establece la integración del Tribunal Superior de Justicia.

Ahora bien, existe otro problema fundamental que debemos resolver y se refiere al cómo darle vigencia a estas reformas y adiciones. Para nadie es desconocido que el Tribunal Superior de Justicia se encuentra debidamente integrado y que los Magistrados fueron designados por un período determinado. De la misma manera, los Secretarios del Ramo, en virtud del nombramiento que les expidió el titular del Poder Ejecutivo, ya están en funciones.

Pretender que las reformas y adiciones entren en vigor de inmediato y que, en virtud de ellas se reemplace a Magistrados y Secretarios del Ramo, en mi opinión, sería ilegal toda vez que se incurriría en la prohibición de darle efectos retroactivos a la norma jurídica.
Tanto el primer párrafo del artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, como el primer párrafo del artículo 155 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, establecen una disposición expresamente prohibitiva a que se le den efectos retroactivos a cualquier ley o decreto, en perjuicio de persona alguna. Pero, además, en el caso del Tribunal Superior de Justicia se vulneraría gravemente la garantía judicial, puesto que los Magistrados solo pueden ser removidos de sus cargos por causas graves y sujetándose escrupulosamente a las formalidades que la propia Constitución establece.

En el caso del titular del Poder Ejecutivo ocurre algo similar: En uso de las facultades que la propia Constitución le confiere, designó a los Secretarios del Ramo y no puede anularse esa facultad con efectos retroactivos. Desde luego que la facultad puede suprimirse o limitarse, pero solo a partir de la vigencia de la norma y nunca con efectos retroactivos.
Como integrantes del Poder Legislativo del Estado estamos obligados a respetar, defender y garantizar el principio de legalidad. Por ello, las reformas y adiciones propuestas, solo podrán tener vigencia para la próxima integración del Tribunal Superior de Justicia y el equipo de Secretarios del Ramo del próximo Gobernador.
Por ello, se propone que las reformas y adiciones entren en vigor atendiendo a las disposiciones transitorias del decreto que, en su caso, se expida.

Así, se propone que la adición del segundo párrafo de la fracción IV del artículo 82, entre en vigor el primero de noviembre del año 2023, es decir, cuando asuma la titularidad del Poder Ejecutivo el próximo Gobernador.

Para la entrada en vigor de la reforma al segundo párrafo del artículo 136, relativo a la integración del Tribunal Superior de Justicia del Estado, se propone establecer que dentro de los 90 días naturales siguientes a la publicación de la reforma, el Congreso del Estado proceda a reformar la ley orgánica del Poder Judicial, para los efectos de establecer los mecanismos, plazos y procedimientos que garanticen la implementación progresiva de la acción afirmativa, respetando siempre los períodos para el que legalmente fueron designados los Magistrados que actualmente se encuentran en funciones. 
Es necesario apuntar que la Constitución de la Ciudad de México, en efecto, establece en su artículo 32, apartado C, numeral 1, inciso c, la paridad de género en el gabinete del titular de la Jefatura de Gobierno, pero el artículo primero transitorio dispone que la Constitución de la Ciudad de México entrará en vigor hasta el 17 de septiembre de 2018, esto es, no son normas aplicables al actual Jefe de Gobierno, sino al que quién resulte electo en el proceso electoral del presente año.

De igual forma, la garantía de paridad de género que se dispone para el Poder Judicial, en el artículo 35, apartado B, numeral 8 de la Constitución de la Ciudad de México, tampoco es aplicable a la actual integración. En efecto, el artículo transitorio decimo primero establece que las leyes relativas al Poder Judicial entrarán en vigor el día primero de junio de 2019. Es decir, el constituyente de la Ciudad de México, se cuidó de no vulnerar el principio constitucional que impide la retroactividad de las leyes.  
Finalmente quiero precisar que se utilizó el término “Secretarios del Ramo” para referirse a los funcionarios de primer nivel, consignados en el artículo 18 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila. Esto es así porque la palabra “gabinete” no aparece en el texto de la Constitución Local, mientras que más de quince artículos contienen el término de Secretarios del Ramo e, incluso, el artículo 87 constitucional establece los requisitos que se deben cumplir para ser Secretario del Ramo.
Por las razones expuestas, someto a la consideración de esta honorable asamblea, a efecto de que sea turnada a las comisiones competentes, la siguiente:
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO

ÚNICO. Se adiciona un segundo párrafo al artículo 82 y se reforma el segundo párrafo del artículo 136 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:  

Artículo 82. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -
I al III - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
IV. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
El Titular del Poder Ejecutivo del Estado deberá garantizar que, por lo menos, una tercera parte de los secretarios del ramo sean de género distinto. 

 V al XXX - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
Artículo 136. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

El Tribunal Superior de Justicia se compondrá de catorce magistrados y funcionará en Pleno o en Salas. En su integración deberá garantizarse que, por lo menos, una tercera parte de los magistrados sean de género distinto, de conformidad a lo que disponga, para tales efectos, la ley orgánica del poder judicial.
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

TRANSITORIOS

Primero. El decreto se publicará en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado y entrará en vigor en los términos que establecen las disposiciones transitorias; 
Segundo. La adición al segundo párrafo de la fracción IV del artículo 82 entrará en vigor el primero de noviembre de 2023;
Tercero. Dentro de los 90 días naturales siguientes a la publicación del presente Decreto, el Congreso del Estado deberá reformar la ley orgánica del Poder Judicial, para los efectos de establecer los mecanismos, plazos y procedimientos que garanticen la acción afirmativa consignada en el segundo párrafo del artículo 136, respetando siempre los períodos para el que legalmente fueron designados los Magistrados que actualmente se encuentran en funciones.
Cuarto. Se derogan todas las disposiciones legales que se opongan al presente decreto.

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 11 de abril de 2018.

DIPUTADA ELISA CATALINA VILLALOBOS HERNANDEZ
